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OPINIÓN

La crisis económica que afecta a España está obligando a importantes esfuerzos para cumplir 
los objetivos impuestos por las autoridades europeas. En ese esfuerzo, la contención del 
gasto público en lo que afecta al personal de la administración es un hecho que se ha tradu-

cido no sólo en la congelación de sus retribuciones, algo que ya había pasado en 1994 y 1997, sino 
que ha llegado a medidas hasta hace no mucho impensables: la reducción de sus haberes.

La medida ha sido asumida por los empleados públicos, conscientes de que grandes problemas requieren 
de esfuerzos adicionales y sabedores de que la opinión pública tampoco iba a alzar la voz en la defensa de 
sus condiciones laborales, habida cuenta del desprestigio en que se han visto sumidos en los últimos años. 
No es este el momento ni el lugar de hacer una defensa del empleo público y de sus trabajadores, pero sí 
que es oportuno recordar que en los últimos 30 años su poder adquisitivo se ha visto reducido merced a 
una permanente revisión de salarios por debajo de las variaciones del IPC. Así, mientras que entre 1982 
y 2011 el IPC experimentó un crecimiento del 147,7 %, las retribuciones de los empleados públicos lo 
hicieron sólo en un 99,5 %, lo que se ha traducido en una pérdida de poder adquisitivos del 48,2%.

Sin embargo, los empleados públicos son, a día de hoy, un colectivo más extenso que aquel que 
tiene una vinculación jurídica directa con la Administración, bien laboral, bien funcionarial. 
Posiblemente, el número de personas que percibe sus retribuciones con cargo a los 
presupuestos de las administraciones públicas sea muy superior en número al de 
empleados públicos y no me estoy refiriendo a profesionales que temporalmente trabajan en 
obras públicas, sino de trabajadores que de forma permanente trabajan para las administraciones, 
bien, lo más habitual, al amparo de la Ley de Contratos del Sector Público, pero también como 
consecuencia de subvenciones, conciertos y convenios de colaboración.
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Aquí surgen algunas cuestiones que es preciso regular en el futuro para no incurrir en contradic-
ciones o, lo peor, en destrucción de empleo como ya está ocurriendo. 

Algunos ejemplos, fácilmente identificables, pueden permitir seguir mejor la idea que subyace en 
estas notas. Vigilantes de seguridad o personal de limpieza mantienen una permanente 
relación con la administración a través de empresas con las que esta contrata la prestación del ser-
vicio, pero sometidos a un convenio colectivo propio, con previsiones de revisión salarial diferentes 
a las del personal de la administración, pero con cláusulas de subrogación de los trabajadores 
cuando cambia la empresa adjudicataria, que convierte su puesto de trabajo, de facto, en un puesto 
estable que desempeña labores para la Administración, al margen de quien sea el adjudicatario del 
contrato. 

Por otra parte, la mayoría de los contratos que estas empresas suscriben con la administración con-
tienen cláusulas de actualización de precios, cuya justificación, en parte, es permitir que puedan 
cumplir con los convenios colectivos del sector, cubriendo los anuales incrementos salariales, gene-
ralmente superiores a los que cada año aparecen en los Presupuestos Generales del Estado para los 
trabajadores públicos. Sirva de ejemplo la evolución experimentada en las retribuciones de la segu-
ridad privada, que en el periodo 1991-2011 se incrementaron un 104,75 % (para 2012 está previsto 
un aumento del 4,4 %, a diferencia del sueldo de los funcionarios ha sido congelado con carácter 
general –por el momento– aunque en algunas Comunidades se han producido disminuciones y en 
otras sin alterar el importe se ha aumentado la jornada semanal), mientras que la de los funciona-
rios lo hizo un 43,3 % (un 61,45 % de diferencia). En ese mismo periodo el IPC creció un 69,5 %.
Al final de todo, y en una lectura simplista, nos encontramos con que mientras en relación a sus 
empleados propios las Administraciones Públicas pueden contener el gasto congelando salarios o 
incluso minorándolos, no pueden hacer lo mismo con quienes prestan servicios para la administra-
ción por la vía del contrato administrativo, salvo destruyendo empleo para no aumentar coste, o 
licitando contratos por debajo de convenios colectivos, lo que son sería sino un fraude, pues los pro-
pios convenios impiden, en muchos casos, a las empresas licitar por debajo del coste de convenio.

En este punto, quizá se hace necesario un nuevo marco normativo que vincule el creci-
miento de las retribuciones es estos convenios a las variaciones que experimenten 
las retribuciones públicas, evitando situaciones como las que ahora se están produciendo y 
que han conducido, en 2012, a la destrucción de empleo ante la imposibilidad de crecer al ritmo 
marcado por convenios colectivos del sector privado, pero que en un alto porcentaje se repercuten 
en el sector público.
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